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				La democracia es una idea pero asimismo es una cultura y una práctica, un aprendizaje. Triunfa allí donde se convierte en costumbre y segunda naturaleza. Y una advertencia: la política es el teatro de los espejismos; sólo la crítica puede preservarnos de sus nefastos y sangrientos hechizos. No me hago ilusiones acerca de la democracia: no nos dará ni la felicidad ni la virtud. Los demócratas mexicanos deben contemplarse en el espejo de las democracias occidentales. La imagen no es admirable: abundan las injusticias y las desigualdades; hay muchos horrores, muchas estupideces.

				OCTAVIO PAZ[1] 

				NOTA AL PIE

				
					
						[1] Julio Scherer García, Encuentro: Octavio Paz y Julio Scherer, México, Fondo de Cultura Económica, 2014.

					

				

			

		

	
		
			
				
				INTRODUCCIÓN

				A lo largo de varias décadas pensamos la democracia como una solución. Era la receta para desmontar una pirámide autoritaria construida durante la posrevolución, dar vida al equilibrio entre los poderes constitucionales, hacer realidad el federalismo diseñado en la Constitución; permitiría además el ejercicio de las libertades, la convivencia y competencia de la pluralidad política, la alternancia en los diferentes niveles de gobierno, los pesos y contrapesos en el entramado estatal.

				Las expectativas incluso fueron más allá, como si la democracia fuera una varita mágica y no un régimen de gobierno. Con democracia desaparecería la corrupción, la ilegalidad en el ejercicio del poder, los abusos, las violaciones a los derechos humanos. La invasión de la pluralidad política al mundo de la representación solamente tendría efectos virtuosos: al convertirse unos en los vigilantes de los otros, los actos arbitrarios, ilegales, despóticos deberían seguir una tendencia a la baja.

				Incluso, en el extremo, no faltaron los que pensaron que la democracia lo podía todo. A partir de ella se desataría el crecimiento económico, se atenderían las oceánicas desigualdades que modelan el país, el Estado de derecho sería la casa que daría abrigo a todos (y no solo a unos cuantos), y súmenle ustedes. La democracia era una especie de edén terrenal en el que se ejercerían las libertades, el conjunto de la sociedad participaría en la toma de decisiones y paulatinamente el país sería una comunidad de iguales, no solo en el ejercicio de los derechos políticos sino también de los económicos y sociales.

				Esa sobreventa de expectativas tuvo (quizá) dos fuentes fundamentales: las derivadas de la contienda política (las fuerzas opositoras al PRI sintieron la necesidad de subrayar las bondades del proyecto democratizador de cara al autoritarismo imperante) y las de cierta academia y cierto periodismo proclives a reducir los graves y profundos problemas del país a una variable fundamental (en este caso, la falta de libertades, el verticalismo estatal, el monopartidismo fáctico).

				Hoy resulta claro que la democracia, en efecto, resuelve algunos problemas: el de la convivencia/competencia entre diversas corrientes políticas e ideológicas, el del relevo gubernamental sin tener que acudir a la violencia, el de la expansión de las libertades y el ejercicio de derechos políticos, entre otros. Pero también resulta inescapable que la democracia, por su propia complejidad, por ser un régimen en el que coexisten y compiten una diversidad de opciones políticas, tiende a hacer más compleja la gestión de gobierno, la relación entre los poderes constitucionales y entre éstos y los grupos de interés. Y que la ampliación de las libertades genera en buena hora la expresión de muy diferentes agendas no siempre concurrentes —más bien enfrentadas— que sobrecargan la lista de los reclamos que no siempre pueden ser atendidos con prontitud y eficiencia. Se trata de un régimen de gobierno que al ampliar las libertades, construir pesos y contrapesos estatales y sociales, al intentar que sea el “imperio de la ley” el que regule las relaciones entre las personas y entre éstas y las dependencias públicas, hace difícil no sólo su funcionamiento, sino tortuosa la ruta por la cual se toman y ejecutan las decisiones.

				Por ello, quienes pensamos que no existe un régimen superior de gobierno al democrático estamos obligados a reconsiderar en público la democracia no sólo como solución sino como problema… para asentarla, reforzarla, fortalecerla. Resulta imprescindible socializar su cara virtuosa pero no debemos cerrar los ojos ante el cúmulo de dificultades que la misma implica de manera natural.

				Si a ello le sumamos que la democracia —como cualquier otra fórmula de gobierno— no se reproduce en el vacío, entonces debemos agregar a la reflexión todas aquellas realidades que influyen en su marcha y el aprecio (o desprecio) hacia sus instituciones. Así, el débil e inestable crecimiento económico, la petrificada y ancestral desigualdad, la precaria cohesión social, el déficit monumental en términos del Estado de derecho, la disímil y polarizada ciudadanía, la espiral abrumadora de violencia, la corrupción, no sólo impactan la percepción —la imagen— sobre nuestra incipiente democracia, sino la calidad de nuestras relaciones políticas y sociales.

				Es el momento de pensar la democracia como problema y también los problemas que debe enfrentar la democracia, si deseamos su consolidación y no su paulatina e inclemente erosión.

				Las siguientes páginas intentan eso. Recupero lo que diferentes autores han señalado al respecto y los cito a pie de página; igualmente me apoyo en los más que relevantes informes que han confeccionado el PNUD, por un lado, y la CEPAL por el otro. Buena parte de los materiales que integran el libro aparecieron originalmente como artículos, pero he intentado presentar una exposición armónica, para lo cual he tenido que hacer retoques, recortes, agregados. Lamento, sin embargo, algunas repeticiones que me parecieron necesarias y algunos desarrollos marcadamente desiguales. La pretensión no es ser original sino ofrecer una aportación para pensar en un régimen de gobierno que por su propia naturaleza es complejo y contradictorio, y que además entre nosotros tiene que hacer frente a graves y profundos problemas, si es que deseamos su consolidación.

				Agradezco a Francisco Gómez, director de Publicaciones, su invitación para dar a la luz el presente libro en la colección Grandes Problemas de El Colegio de México y la UNAM. Agradezco también a Antonio Bolívar y Eugenia Huerta su muy pulcra y puntual revisión.

			

		

	
		
			
				
				1. EL CAMBIO DEMOCRÁTICO Y EL MALESTAR SOCIAL

				UNA BREVE RECAPITULACIÓN

				Entre 1977 y 1997 México vivió un cambio político de enormes dimensiones. Pasó de un sistema de “partido hegemónico”, como lo calificó Giovanni Sartori, a un sistema de partidos plural y equilibrado, de elecciones sin competencia a elecciones competidas, de un mundo de la representación política monocolor a la colonización de las instituciones representativas por una abigarrada diversidad partidista, y de una pirámide política subordinada a la voluntad presidencial a una auténtica división de poderes. En una palabra, México fue capaz de construir un incipiente sistema democrático y dejar atrás la fórmula autoritaria de organización política.

				En 1977 el presidente de la República, todos los gobernadores, todos los senadores y 82% de los diputados eran del PRI. Treinta y ocho años después hemos vivido en dos ocasiones el fenómeno de la alternancia en el Poder Ejecutivo; el presidente y su partido (el PRI) no tienen mayoría absoluta ni en la Cámara de Diputados ni en la de Senadores, mientras los estados de la República son gobernados por el PRI, el PAN, el PRD y gobiernos de coalición entre los dos últimos. Las nuevas realidades son elocuentes y expresan que si bien el cambio político siguió una ruta electoral, su impacto modificó la mecánica de todo el entramado estatal.

				En México, que contaba con una Constitución democrática (a diferencia de los países meridionales de Europa —España, Portugal, Grecia— o los de la órbita soviética) y que en el siglo XX no había conocido por largas etapas la vida democrática (a diferencia de un buen número de países de América Latina —Chile, Uruguay, Argentina y otros—), hacían falta dos piezas fundamentales para que el diseño constitucional se hiciera realidad: un auténtico sistema de partidos y una fórmula electoral capaz de dar garantías de imparcialidad y equidad a la contienda. Esos dos eslabones se construyeron en el último cuarto del siglo XX.

				No fue un proceso sencillo ni lineal, sino cargado de conflictos y desencuentros. Pero visto de manera panorámica su mecánica resultó virtuosa: la conflictividad política y social demandó la apertura de las leyes electorales para que corrientes político-ideológicas a las que se mantenía artificialmente marginadas del escenario pudiesen participar. Una vez que eso sucedió, los nuevos y viejos partidos opositores demandaron una serie de reformas para hacer que los procesos electorales fueran imparciales, equitativos, legales, transparentes, es decir, legítimos. Y ello sucedió gracias a diferentes operaciones políticas (reformas constitucionales y legales sucesivas), creación de instituciones (el Instituto Federal Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación) y una nueva correlación de fuerzas.

				Se modificaron los órganos y procedimientos electorales para inyectarles imparcialidad, se remodelaron las condiciones de la competencia para hacerlas equitativas, se creó una fórmula para procesar el contencioso electoral por una vía jurisdiccional (antes los colegios electorales calificaban las elecciones), se modificaron las disposiciones para la integración de las cámaras del Congreso para hacerlas receptoras de la pluralidad política, se crearon nuevas regulaciones para el registro de partidos, agrupaciones políticas y coaliciones y se democratizó la vida política del Distrito Federal.[1]

				México vive por primera vez en su larga historia en democracia. Y en buena hora que así sea. Pero la democracia no es una estación terminal y su sustentabilidad no está garantizada.

				LA MEDICIÓN DEL MALESTAR.  CONOCIMIENTO, VALORACIÓN, SATISFACCIÓN

				A pesar del cambio democratizador, que en sí mismo resultó venturoso, existe y se expande un profundo desencanto con la vida política del país que no resulta difícil documentar. Hay un malestar profundo con nuestra vida política. Basta con salir a la calle o hablar con los amigos o conocidos, hojear un periódico o una revista, encender la radio o la televisión, para darse cuenta de que una densa nube de molestia y fastidio acompañan a nuestros recientes logros en el terreno de la política.

				Ese desencanto aparece también en los movimientos sociales que repudian a los políticos, los partidos y el mundo institucional; en los circuitos culturales donde se reproduce de manera reiterada una crítica generalizada a la vida política, y en los espectáculos donde la actividad política invariablemente es sinónimo de corrupción, tontería, impericia.

				Por supuesto, ante ese malestar se puede responder que la democracia no es ni pretende ser una varita mágica ni un sombrero de mago, y que la misma no puede resolverlo todo. Y en efecto, los sistemas democráticos están diseñados para lograr dos objetivos fundamentales: la coexistencia y competencia pacífica de la diversidad política y posibilitar el cambio de los gobernantes sin el costoso expediente de la sangre (Popper).[2] Pero dicha respuesta sería insuficiente, porque el debilitamiento del aprecio por la democracia (y por sus instrumentos, que no es lo mismo), se nutre de fenómenos complejos que vale la pena señalar, si es que queremos robustecer nuestra incipiente convivencia/competencia del pluralismo. Debemos evitar lo que con elocuencia escribía Dante Caputo en el año 2004, que el malestar en la democracia se convirtiera en un malestar con la democracia: “Mediciones sobre la evolución de los humores públicos en relación con la democracia por fortuna existen y no se les debe dar la espalda”.

				Parece que en nuestro caso ni comprendemos ni valoramos la democracia. Son dos dimensiones que no vale la pena confundir, pero ésa es la triste conclusión a la que llego luego de revisar el informe de Latinobarómetro de 2013. Se trata de una encuesta que se viene realizando en 18 países de América Latina desde 1995 para medir el pulso a los humores públicos oscilantes en relación con la democracia. Pues bien, la información sobre México no es para echar las campanas a vuelo.

				No entendemos lo que es la democracia. Una fórmula de gobierno que permite la convivencia y la competencia institucional de la diversidad y que ofrece la posibilidad de cambiar los gobiernos sin el uso tradicional de la violencia. Se dice fácilmente pero es una auténtica construcción civilizatoria; y en nuestro caso arribamos a ella —como ya señalamos— luego de una combinación virtuosa de movilizaciones, conflictos y reclamos, y de sucesivas reformas para transformar normas e instituciones. La democracia se sostiene gracias a la existencia de grandes partidos políticos que actúan como agregadores de intereses, redes de relaciones, plataformas de lanzamiento electoral, referentes ideológicos y enlaces entre la sociedad civil y el Estado. Y cristaliza en el mundo de la representación, fundamentalmente en los congresos, donde habita la pluralidad de opciones políticas que cruzan y modelan un determinado país. Por ello, la democracia y su sustentabilidad son imposibles sin partidos y sin Congreso. No obstante, a la pregunta de si la democracia puede funcionar sin partidos, 45% de los mexicanos respondieron que sí. Se trata del porcentaje más alto de la región; 14 puntos por arriba de la media latinoamericana y muy lejos de Venezuela (14), Argentina (17), República Dominicana (18) o Uruguay (23). También quedamos en el último lugar (o en el primero, según se vea), cuando se afirma que la democracia puede funcionar sin Congreso nacional: 38% de los mexicanos respondieron que sí; otra vez muy lejos de Argentina (11), Venezuela (14) o Uruguay (17), y 11 puntos por encima de la media de los 18 países (27).

				Pero tampoco la apreciamos con suficiencia. Dado nuestro pasado autoritario uno pensaría que la democracia sería bien valorada. No obstante, no es así. A los encuestados se les pregunta con cuál de las tres frases siguientes está más de acuerdo para medir su adhesión a la democracia: a] “La democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno”; b] “En algunas circunstancias, un gobierno autoritario puede ser preferible a uno democrático”, y c] “A la gente como uno, nos da lo mismo un régimen democrático que uno no democrático”. En nuestro caso, la primera frase logró el apoyo de 37% de los entrevistados, la segunda de 16 y la tercera de 37% (el resto son no respuestas). Muy lejos de Venezuela, Argentina, Uruguay o Chile, donde el apego a la democracia llegó a los siguientes porcentajes: 87, 73, 71 y 63. Quedamos en el último lugar, a 19 puntos del promedio latinoamericano (56). Latinobarómetro aplica también otro “reactivo”; pregunta a los encuestados si están de acuerdo con el siguiente enunciado: “La democracia puede tener problemas, pero es el mejor sistema de gobierno”; 66% de los mexicanos dijeron estar de acuerdo. Luego de la anterior, no parece que estemos tan mal. Pero somos el penúltimo lugar en la materia: sólo superamos a El Salvador (65) y estamos muy lejos de Venezuela (93), Argentina (90), Uruguay (88) y del promedio de la región (79).

				Entre 1995 y 2013, en 11 países del estudio aumentó el apoyo a la democracia. Pero en siete decreció. Uno de ellos es México: 12 puntos porcentuales menos. Sólo nos gana Costa Rica, donde el apoyo disminuyó 16 puntos. Lo cierto es que existe una muy escasa satisfacción con la democracia. En México sólo 21% de los encuestados dijeron estarlo; le ganamos, eso sí, a Honduras (18), último lugar; y otra vez estamos muy lejos de los punteros: Uruguay (82), Ecuador (59) y Nicaragua (52), y de la media de la región (39). Y la satisfacción sin duda es otra cosa, distinta de la comprensión de lo que es la democracia y del valor que le asignamos. Quizá la profunda insatisfacción se deba a que el proceso democratizador ha coincidido con una larga etapa de minicrecimiento económico —por no decir estancamiento— que ha hecho que las condiciones materiales de vida de franjas enormes de mexicanos se hayan deteriorado. Porque en efecto, cualquier fórmula de gobierno es evaluada por los ciudadanos no sólo por la mayor o menor libertad que se pueda ejercer, sino por el mejoramiento o deterioro de las condiciones de vida y los derechos sociales que se puedan o no explotar. Solo 10% de los mexicanos consideran que la situación económica del país es buena (el promedio para Latinoamérica es de 25), mientras 46% cree que es mala o muy mala; y no se requiere demasiada sagacidad para considerar que eso influye —y mucho— en la insatisfacción con la democracia. Quizá lograremos multiplicar las adhesiones a la democracia si somos capaces de revertir esa situación.

				En 2014 el IFE dio a conocer un importante estudio: Informe país sobre la calidad de la ciudadanía en México.[3] Los porcentajes varían en relación con el ejercicio de Latinobarómetro, pero mucho nos dicen. Si bien la mayoría de los mexicanos sostenemos que la democracia es preferible a cualquier otro sistema (53%), casi una cuarta parte piensa que en algunas ocasiones es preferible un sistema autoritario (23%) y a casi una quinta parte le da lo mismo (18%).

				Lo más importante, sin embargo, es la escasa confianza que inspiran las instituciones de la democracia. Sólo el ejército, los maestros y las iglesias tienen la confianza de más de la mitad de los ciudadanos: respectivamente, 62, 56 y 55%. En el gobierno federal confían 36% y en los gobiernos locales 30. Diputados, partidos políticos, policías y jueces no llegan siquiera 30 por ciento.

				Somos una sociedad profundamente desconfiada. El mismo trabajo midió la confianza interpersonal y resulta que en ese terreno también la desconfianza es superior a la confianza. Sólo 28% de los encuestados contestaron que sí se puede confiar en la mayoría de las personas, mientras que 72% respondieron que no se puede confiar. Vivimos, como sociedad, bajo el aura de la desconfianza.

				Pues bien, los dos siguientes capítulos intentarán identificar algunas de las fuentes de la desconfianza, el malestar y el desprecio por nuestra germinal y contrahecha democracia. Habrá que detenernos en los problemas que son propios de la democracia y en los problemas que —como un aura— la rodean y que influyen en los humores públicos.

				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] El desarrollo de estas ideas se encuentra en Ricardo Becerra, Pedro Salazar y José Woldenberg, La mecánica del cambio político en México, México, Cal y Arena, 2000. También puede verse un pequeño libro mío: Historia mínima de la transición democrática en México, México, El Colegio de México, 2012.

					

					
						[2] Karl R. Popper, La responsabilidad de vivir. Escritos sobre política, historia y conocimiento, Barcelona, Paidós, 2012.

					

					
						[3] IFE, con la colaboración de El Colegio de México, Informe país sobre la calidad de la ciudadanía en México, México, IFE, 2014.

					

				

			

		

	
		
			
				
				2. LA DEMOCRACIA COMO PROBLEMA

				No resulta difícil medir el malestar. Intento ahora rastrear sus posibles nutrientes. Hay dos grandes fuentes de insatisfacción con la democracia: a] las que se desprenden del código genético de la misma, y b] las que resultan de su entorno. Las primeras son los problemas que de manera natural porta el régimen democrático y las segundas son las que tiene que afrontar si se quiere fortalecer el régimen de gobierno democrático.

				Empecemos por las primeras. Recurro, para ello, a tres autores que mucho ayudan a explicar esas tensiones: Pierre Rosanvallon, Colin Crouch y Klaus von Beyme.

				CONTRADEMOCRACIA, POSDEMOCRACIA, ESTADO DE PARTIDOS

				Pierre Rosanvallon y la contrademocracia

				Poco a poco (creo), como sociedad nos damos cuenta de que la democracia no es el paraíso, sino apenas una forma de gobierno, superior al resto, pero cargada de dificultades para su operación. La tierra prometida que se desprendía de algunos discursos ingenuos o desinformados no existe, y estamos frente a un arreglo político-institucional que permite la coexistencia y competencia de la diversidad política (lo cual no es poca cosa), pero en medio de un buen número de balanzas y equilibrios.

				Vale la pena pensar en los fenómenos connaturales a la democracia que intervienen en su difícil operación. Se trata de las derivaciones propias de una forma de gobierno que asume que la soberanía reside en el pueblo y que el poder debe ser distribuido, vigilado y controlado de múltiples formas.

				Acudo a un sugerente libro de Pierre Rosanvallon, La contrademocracia: la política en la era de la desconfianza,[1] que intenta comprender de qué manera el arreglo democrático complica —desde dentro— su propio funcionamiento. Como forma de gobierno la democracia tiene que lidiar con la desconfianza que se beneficia de dos nutrientes: uno, de origen liberal, y los otros de matriz democrática.

				a] La preocupación liberal. Desde sus inicios, la pulsión liberal teme la acumulación de poder y por ello, dice Rosanvallon, “el objetivo era proteger al individuo de las invasiones del poder público”. Se trata de garantizar una esfera en la cual el Estado no pueda intervenir, de tal suerte que las libertades individuales puedan desplegarse (casi) sin interferencias. “Más democracia significa, bien mecánicamente en este caso, más sospecha hacia los poderes”. Se teme a la expansión de los segundos, a su fortalecimiento a costa de las personas, se desconfía del poder y la virtud aparece del lado de los ciudadanos. Ello está en el código genético de la democracia y sin esas condiciones esa forma de gobierno es imposible. No obstante, es una tensión que gravita en todo momento sobre la propia reproducción democrática. La suspicacia respecto a las autoridades es una mácula permanente.

				b] La preocupación democrática. El resorte también es la desconfianza pero de un tipo diferente: “En este caso, el objetivo es velar porque el poder sea fiel a sus compromisos”, para lo cual surgen “los poderes de control”, “las formas de obstrucción” y el contrapoder judicial. Se trata de “la democracia de la desconfianza organizada frente a la democracia de la legitimidad electoral”. De esta última emanan gobernantes y legisladores legitimados; de la primera, la vigilancia, los obstáculos y la tutela judicial.

				b.1] Vigilancia, denuncia, calificación. Una vez que los gobernantes son elegidos, una vez que la soberanía popular decide entre las diferentes opciones, se teme —y con razón— el mal funcionamiento de las autoridades. Y se ha encontrado, por lo menos retóricamente, que el gran antídoto es la vigilancia permanente del pueblo sobre las instituciones. Por esa vía, “la democracia del control está actualmente en auge”. Se trata de una serie de mecanismos, rutinas y expedientes que vigilan, denuncian, califican e influyen sobre la reputación de quienes ejercen el poder público. Es una sombra permanente y necesaria que acompaña el accionar de las instituciones, una fórmula de control (en ocasiones difuso) que modula y modela su accionar.

				b.2] La obstrucción. Por definición, las sociedades democráticas son pluralistas. Y quienes gobiernan suelen encarnar las aspiraciones de sólo una franja de esa sociedad. De partida, territorios significativos de ese magma al que llamamos sociedad no se identifican con sus respectivos gobiernos. Ese caldo de cultivo es el que hace atractivo el resorte de la obstrucción. A los proyectos, de manera natural, le siguen los rechazos, y ello está en la base misma del arreglo democrático. La obstrucción además tiene un halo encantador: “produce resultados que son realmente tangibles y visibles” y “las coaliciones negativas son más fáciles de organizar que las mayorías positivas”. Y si abrimos el campo de visión para observar no sólo las emanaciones propias del pluralismo sino los poderes fácticos, los resortes obstruccionistas aparecen con más fuerza.

				b.3] La judicialización. O la capacidad de apelar las decisiones de la soberanía o los gobiernos por medio de la vía judicial. Lo empezamos a vivir en México: las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad, más los amparos, como legítimos recursos para dirimir diferencias entre poderes, para declarar inválidas legislaciones, para proteger derechos individuales. Esas fórmulas “armonizan” los alcances que pueden tener los acuerdos de los representantes y los gobiernos. Se trata de mecanismos que protegen a los ciudadanos y acotan a las autoridades.

				Mucho antes que Rosanvallon, John Steinbeck lo había escrito a su manera. En un viaje que hizo a la Unión Soviética en 1947, decía que mientras a los rusos “se les enseña a creer que su gobierno es bueno, que cada parte de él es buena”, “el sentimiento profundo entre los americanos y los británicos es que todo gobierno tiene algo de peligroso, que debería haber la menor cantidad de gobierno posible, que cualquier aumento en el poder del gobierno es malo, y que el gobierno existente debe ser vigilado de manera constante, vigilado y criticado para mantenerlo a raya y en alerta… Era tal nuestro miedo al poder investido en un hombre o en un grupo de hombres, que nuestro gobierno estaba formado por una serie de controles y equilibrios diseñados para evitar que el poder cayera en manos de una sola persona…”.[2]

				Estamos, pues, ante una serie de candados que hacen complejo el funcionamiento de la democracia a partir de los propios principios que pone en acto el gobierno democrático. No se trata de elementos ajenos, de apariciones impostadas, sino de fórmulas propias de un régimen de gobierno que intenta conjugar la soberanía popular y la vigilancia permanente sobre los gobernantes. Así, más vale aprender a vivir en ese laberinto.

				Colin Crouch y la posdemocracia

				“… Aunque por supuesto las elecciones existan y puedan cambiar los gobiernos, el debate electoral público se limita a un espectáculo que está estrechamente controlado y gestionado por equipos rivales de profesionales expertos en técnicas de persuasión, y que se centra solamente en una pequeña gama de cuestiones escogidas por estos equipos. La mayor parte de los ciudadanos desempeña un papel pasivo, inactivo e incluso apático, y responde únicamente a las señales que se le lanzan. Más allá de este espectáculo del juego electoral, la política se desarrolla entre bambalinas mediante la interacción entre los gobiernos elegidos y unas élites que, de forma abrumadora, representan los intereses de las empresas”. Este pasaje puede leerse en el libro de Colin Crouch, Posdemocracia.[3] Y aunque él mismo apunta que ese modelo es una “exageración” intencionada, es un buen punto de partida para reflexionar sobre el rumbo que están tomando las democracias en el mundo. Vayamos por partes, deteniéndonos en cada una de las afirmaciones de Crouch.

				a] Las elecciones siguen siendo una fórmula irreemplazable para lograr que la diversidad de opciones que existen en una sociedad puedan convivir y competir de manera ordenada e institucional, y para que los ciudadanos puedan escoger entre ellas.

				b] Las elecciones sirven para que se puedan cambiar a los gobiernos sin derramamientos de sangre, como lo apuntaba Karl R. Popper, y esa función estratégica se sigue cumpliendo, lo cual no es poca cosa. Para quienes pensamos que la política es y debe ser la antítesis de la violencia ese recordatorio siempre será pertinente.

				c] No obstante, “el debate electoral público se limita a un espectáculo”, es decir, pierde densidad y significación, se simplifica; y dado que en lo fundamental se reproduce en medios (radio y televisión) que reclaman formulaciones breves y contundentes, acaba por desterrar la complejidad para convertirse en un show más, en un escenario de luces y sonido, sin demasiada sustancia. La política se convierte en politiquería y ésta a su vez se vuelve un divertimento anodino para las “masas”, un circo vistoso y superficial.

				d] Con ello, una dimensión sustantiva de la democracia, la deliberación pública, la emergencia de agendas múltiples y la participación de organizaciones de muy distinto tipo, se estrecha. Los equipos de publicistas tienden a sustituir la intervención de las personas y de las agrupaciones en la discusión, con lo cual el debate no sólo se banaliza, sino que tiende a homogeneizarse y a perder fuerza. La presencia organizada de la sociedad y sus problemas y demandas en las elecciones, que en teoría dota de sentido a las mismas, se adelgaza.

				e] En esa circunstancia la idea de que son los ciudadanos los sujetos de la democracia, y no los objetos del juego político, tiende a diluirse. Se empieza a construir una ruptura entre el “mundo de la política” y el “mundo de los ciudadanos”. Los ciudadanos le dan la espalda a la política para recluirse en sus asuntos privados. Sobra decir que por esa vía el desencanto tiende a instalarse. Tenemos entonces ciudadanos distantes, malhumorados, apáticos, sin canales de participación, es decir, no ciudadanos.

				f] Todo lo cual no quiere decir que la política pierda importancia, sino que ésta se realiza en otros circuitos, que por supuesto tienen menos visibilidad: “entre bambalinas”. Porque mientras en el momento estelar de la participación masiva (las elecciones) las agendas, los programas, los diagnósticos, pierden importancia; los gobiernos y los congresos mantienen una interacción intensa con unas élites cuya centralidad económica las convierte en partes actoras privilegiadas en la toma de decisiones. “Aquellos que detentan el poder económico continúan utilizando sus medios de influencia, mientras que, por el contrario, los instrumentos de que dispone el demos se ven debilitados cada vez más”.[4]

				El propio Crouch, repito, considera que esas características de las llamadas democracias añejas —posdemocracias—, requerirían múltiples matices, pero resultan útiles para “evaluar en qué dirección parece moverse esa vida política”.

				Y si ello preocupa en las democracias asentadas, no puede dejar de alarmar en las democracias recientes, frágiles e incipientes. Ahora bien, renegar de la centralidad y los formatos propios de los grandes medios masivos de comunicación o de la importancia que adquieren los “equipos de imagen” que pululan alrededor de los candidatos, no puede llegar muy lejos. Están ahí y se seguirán utilizando. Pero resignarse al vaciamiento de la política cuando se convierte en una feria de vanidades, tampoco parece ser una buena receta.

				Comoquiera que sea, en nuestro caso los políticos de hoy se encuentran mucho más acotados que los de ayer por la nueva correlación de fuerzas en la sociedad y en las instituciones del Estado, y por una ciudadanía más alerta y exigente. No obstante, siguiendo de nuevo a Crouch, parece prevalecer un activismo “negativo”, más que una ciudadanía “positiva”. Lo cito de nuevo porque no lo puedo escribir de mejor manera: “Por una parte estaría la ciudadanía positiva, en la que grupos y organizaciones desarrollan conjuntamente unas identidades colectivas, perciben los intereses de estas identidades y formulan de manera autónoma demandas basadas en ellos que después transmiten al sistema político. Y por otra parte estaría el activismo negativo de la culpa y la queja, en el que el objetivo principal de la controversia política es ver a los políticos llamados a rendir cuentas, sus cabezas puestas en la picota y su integridad tanto pública como privada sujeta a una rigurosa vigilancia”.[5] Por supuesto, ambas caras de la moneda son relevantes, pero mientras la primera permite a los ciudadanos participar e influir en la comunidad política con propuestas e iniciativas haciendo que sus intereses sean vistos y atendidos, en la segunda los individuos y las organizaciones acotan al Estado, le ponen límites y reclaman explicaciones, ejercen más como control que como ponentes. Se trata de dos ejercicios necesarios que modelan las nuevas relaciones entre el Estado y la ciudadanía, pero mientras la segunda no deja de seguir pensando la política como un asunto de élites —a las que, por supuesto, hay que vigilar, controlar, demandar—, en la primera es la ciudadanía “la que representa la energía creativa de la democracia”.[6]

				De tal suerte que si deseamos trascender a la política como espectáculo, parece necesaria la construcción de una ciudadanía capaz de hacer suya la agenda de la política, de romper el círculo vicioso de una política que expulsa al ciudadano y del ciudadano que le vuelve la cara a la cosa pública.

				Klaus von Beyme: el Estado de partidos

				Quizá valga la pena plantear el problema desde otra dimensión. Preguntarnos ¿por qué los políticos de todos los partidos se parecen tanto? Tal vez sería más exacto preguntar ¿por qué le parece a mucha gente que los políticos de todos los partidos son similares? Es decir, estamos hablando de una percepción extendida —que aunque no se corresponda con la “realidad”— forma parte ya de esa misma realidad. Porque cuando mucha gente cree algo, ese “algo” se convierte en una realidad… aunque sea en el imaginario público.

				Sin pretender ser exhaustivo, adelanto algunas respuestas, auxiliado por Klaus von Beyme:[7]

				1. La pérdida de centralidad de las ideologías como ordenadoras de la actividad política. Si bien las ideologías —las izquierdas y derechas, las diversas plataformas—, se encuentran vivas y son detectables, han sufrido un fuerte reblandecimiento y sus signos de identidad tienden a diluirse. Si en el pasado las ideologías cobijaban a los partidos e influían incluso en el “modo de ser” de los militantes, hoy son referentes lejanos que gravitan escasamente en las definiciones del día a día.

				2. La necesidad de los políticos democráticos de lograr adhesiones más allá de los partidos y de los ciudadanos interesados en la actividad política. Dado que la única forma legítima de arribar a los cargos de gobierno y legislativos es por medio del sufragio y dado que la mayoría de la población tiene una débil (o nula) liga con la actividad política, los políticos de todas las orientaciones buscan conectar con el “elector medio”, simplificando y homogeneizando sus discursos. Los llamados “catch all parties” (o partidos que “cachan” todo) han reemplazado a los viejos partidos de “clase” o ideológicos, por la necesidad que impone la propia competencia democrática.

				3. El tratamiento que los grandes medios de difusión dan a la actividad política. Paradójicamente, la apertura de los medios y la recreación de la diversidad realmente existente en ellos (que sin duda es una de las buenas nuevas) tienden a igualar a los contendientes. Cuando los políticos de los distintos partidos aparecen en sus mítines, sus asambleas, sus entrevistas en la radio y la televisión, generan la imagen —a querer o no— que es más lo que los une que lo que los distingue. Su lenguaje, sus fórmulas, sus maneras —ni modo— los asemejan más de lo que ellos mismos quisieran.

				4. El mundo de la política, por necesidad, tiende a escindirse del resto de las actividades. La división del trabajo —imprescindible en toda sociedad— hace que el circuito donde se procesa la política en muchos casos se vuelva autorreferencial. Los políticos se encuentran en los congresos, los ayuntamientos, las comisiones, los foros de discusión, los restaurantes, y crean un ámbito de debate y negociación propios, construyendo códigos de entendimiento y fórmulas de lenguaje especializados. Así, a los ojos de muchos, aparecen los políticos por un lado y el resto de la humanidad por el otro.

				5. La profesionalización de la política. La especialización en materia política y la escisión que se produce entre representados y representantes hace que quienes se dedican a la política sean profesionales de la misma. La añeja idea de políticos circunstanciales que luego de cumplida su encomienda vuelven a su oficio o profesión, resulta cada vez más excéntrica, y en todo el mundo, los políticos tienden a conformar “una clase” o grupo diferenciado del resto.

				6. El impacto de la publicidad en la política. A estas alturas, para cualquier político resulta imprescindible “conectar” con los electores a través de los grandes medios de comunicación. Y como el espacio y el tiempo de que disponen son precarios, se montan en la sabiduría (real o inventada) de la mercadotecnia. Por esa vía desfilan candidatos de todos los colores y sabores, pero igualados por las artes de los publicistas. El conjunto no sólo resulta deplorable sino difícilmente discernible. Como los niños de las escuelas, cuando aparecen uniformados sólo son reconocidos por sus propios familiares.

				7. La influencia en la política de los códigos del espectáculo. La carrera por sobresalir iguala las herramientas de las que echan mano los políticos de todas las tendencias: la declaración estridente, el chascarrillo descalificador, la ocurrencia memorable, el gesto indignado, el grito en la tribuna no son patrimonio exclusivo de alguna formación política; por el contrario, son instrumentos de todas, y al final, todas parecen similares y conexas.

				8. Los escándalos y las corruptelas no son patrimonio exclusivo de un partido. La supuesta o real “superioridad moral” con la que algunas corrientes aparecían en el escenario tiende a difuminarse entre osos y sainetes, tráfico de influencias y enriquecimientos inexplicables en las más diversas “trincheras”. No es cierto, por supuesto, que todos los políticos sean corruptos, pero sí que en todos los partidos han sido documentados actos de corrupción, por lo que esa noción también tiende a ser asignada sin distinción de siglas y logotipos.

				9. Todos tienen límites (estructurales, legales, financieros, etc.) que los convierten en políticos normales. Los condicionamientos de diverso tipo dentro de los cuales se realiza la actividad política, hacen muy difícil la aparición de figuras todopoderosas capaces de transformar “las cosas” como por arte de magia. Así, la política democrática, al no producir superhombres también tiende a homogeneizar a los políticos.

				No obstante, es necesario reiterar que no hay democracia sin políticos y que quienes buscan exorcizarlos suelen ser peores políticos que los que se asumen como tales.

				Sin duda los autores citados y resumidos nos ofrecen claves para entender el malestar que produce de manera natural la mecánica democrática. Pero hay más.

				PARADOJAS

				Propongo también pensar sobre los desencantos con la incipiente democracia mexicana acudiendo a una serie de paradojas. Trato de explicarme. No son pocos los que se preguntan y con razón: ¿cómo es posible elevar la calidad de la política?, ¿cómo incrementar la responsabilidad de los políticos? El malestar hacia esa actividad fundamental que ordena y ofrece sentido a la vida pública parece extenderse, y el aprecio hacia los operadores de la misma es más bien pobre. Diversas encuestas —como apuntamos— ponen de manifiesto que si bien la mayoría de los ciudadanos desean vivir en democracia, paradójicamente ponen muy malas calificaciones a los actores e instituciones que la hacen posible (los políticos, los partidos y los congresos).

				Vale la pena preguntarse: ¿la calidad de la política es hoy inferior a la del pasado?, ¿la responsabilidad de los funcionarios ha aumentado o ha decrecido? Vivimos una paradoja: las condiciones en las que transcurre la política hoy son mejores que las de ayer, pero la imagen de la misma se ha deteriorado sensiblemente. Parece contradictorio… pero quizá no lo sea.

				Sólo un auténtico contexto de exigencia lograría mejorar de manera sustantiva la calidad de la política y la responsabilidad de los políticos. Y se me ocurre que ese “contexto de exigencia” tiene que ver por lo menos con cuatro variables: 1] los pesos y contrapesos que existen o no en el entramado estatal; 2] la capacidad que tiene el ciudadano para exigir información y rendición de cuentas; 3] el comportamiento de los medios de comunicación, y 4] la fortaleza de la sociedad civil.

				En relación con ellos tenemos novedades nada despreciables que tienden a elevar el nivel de exigencia hacia los políticos: a] la coexistencia en las instituciones del Estado de la pluralidad política; b] las leyes e instituciones que tienen que ver con la transparencia de la información; c] el incremento de la libertad de expresión, y d] el surgimiento de nuevas agrupaciones y agendas en la sociedad.

				1. Hace 30 años las instituciones del Estado eran habitadas (casi) por funcionarios y representantes de una sola fuerza política. Prácticamente todos los cargos importantes eran ocupados por los militantes de un solo partido, el PRI. Pero la transición democrática modificó de manera radical esa realidad. Ahora el mundo de la representación política es plural, el presidente coexiste con un Congreso donde su partido y él no tienen la mayoría y eso le sucede también a un buen número de gobernadores; en los estados de la República suele haber presidentes municipales de tres, cuatro, cinco y hasta seis partidos diferentes. En fin, que los pesos y contrapesos que se han forjado en los últimos años resultan una novedad venturosa. Porque el nuevo equilibrio de fuerzas construye un espacio estatal más vigilado, menos impune, sujeto al escrutinio de unos y otros. Pensemos, por ejemplo, en la forma como se evaluaba la cuenta pública ayer, y la forma como se hace hoy, para tener una idea de que actualmente existen condiciones mejores para el escrutinio y la rendición de cuentas en el espacio estatal.

				No obstante, la imagen que se proyecta no es ésa, sino la de una clase política enredada en acusaciones mutuas, y diestra en utilizar las nuevas realidades para erosionar al adversario. De tal suerte que la inédita correlación de fuerzas si bien sirve para la vigilancia mutua, es explotada sobre todo para la descalificación del contrario.

				2. La multiplicidad de leyes e instituciones que obligan a las autoridades a responder con información a las demandas de los ciudadanos, parece un instrumento inmejorable para superar la opacidad con que a lo largo de los años se desplegaba la gestión pública. Aunque hoy parezca increíble, durante décadas la información pública fue más bien privada y el acceso a ella dependía del humor del funcionario en turno. Hoy no. Gracias a las innovaciones normativas e institucionales existe la garantía de que la demanda de información debe ser atendida, y si eso no sucede el demandante tiene la posibilidad de recurrir a diversas instancias (el IFAI en el ámbito federal y los institutos estatales).

				Esas reformas resultan inmejorables para exigir rendición de cuentas y esa mecánica debe fortalecerse. No obstante, parecería que el “juguete nuevo” se explota y adquiere visibilidad cuando aparecen resultados escabrosos, cuentas deficientes, operaciones truculentas, de tal forma que la fórmula diseñada para reclamar y obtener información también coadyuva a la erosión de la imagen de la política.

				3. Los medios de comunicación ejercen hoy una mayor libertad. De la subordinación al poder público han pasado a diseñar por sí mismos sus políticas de información, y ésa es una muy buena noticia. Los rastreos e investigaciones que aparecen en la televisión, la radio y la prensa de manera regular resultaban impensables en el pasado, y buena parte de los escándalos que han sacudido a nuestra sociedad tienen que ver con la visibilidad que a través de los medios han adquirido los casos de políticos involucrados en actos de corrupción. Ello por supuesto también eleva la lista de exigencias para los políticos.

				No obstante, da la impresión que los medios no han logrado trascender el nivel de la nota amarilla y mantienen inhibidas sus potencialidades pedagógicas, es decir, sus capacidades para hacer inteligible la vida política. Montados sobre el escándalo, son ineficaces para explicar y dar sentido a lo que acontece en el escenario político.

				4. En los últimos años se ha gestado una sociedad organizada más demandante que la del pasado. Organizaciones y redes de todo tipo (feministas, de defensa de los derechos humanos, ecologistas, etc.) se han sumado a las tradicionales (empresariales, sindicatos, agrupaciones agrarias, etc.) y en conjunto crean una trama capaz de desplegar agendas diversas que obligan a las autoridades a por lo menos estar atentas a esas reivindicaciones. Ello hace que los funcionarios y políticos no actúen en un espacio vacío. Sin embargo, todavía tenemos un déficit en la materia. Nuestra sociedad civil es débil y sobre todo desequilibrada. Los intereses de unos cuantos suelen gravitar con mayor fuerza que los de amplias capas de la población. Pero, además, parece ser que el resorte mejor aceitado de esa sociedad civil es el de responsabilizar al Estado de todo lo que ocurre, de tal suerte que cada nueva demanda, cada nuevo problema tiende a subrayar incapacidades (reales o ficticias) de las instituciones del Estado.

				Esas novedades —la inédita correlación de fuerzas en el entramado estatal, el acceso a la información pública, la libertad que hoy explotan los medios y una más robusta sociedad civil— crean mejores condiciones para exigir cuentas a los políticos, pero paradójicamente al mismo tiempo construyen la imagen de que hoy la política es más ineficiente y los políticos incapaces. Realidad muy distinta a la ficción que concive la democracia como una tierra armónica o de la posición que no asume que la fórmula de gobierno democrática construye pesos y contrapesos.

				No obstante, quizá uno de los elementos que más desgastan a la democracia sea el del “antipluralismo” originario de no pocas construcciones ideológicas.

				MALESTAR CON EL PLURALISMO EQUILIBRADO

				Democracia es sinónimo de coexistencia del pluralismo. Si algo la distingue de los regímenes autoritarios, dictatoriales o totalitarios es precisamente la idea fundadora de que la sociedad no es un bloque monolítico, sino que está cruzada por intereses, sensibilidades, ideologías, programas, distintos y en no pocas ocasiones encontrados. Y a diferencia de las concepciones autoritarias, ese reconocimiento deriva en una valoración positiva del pluralismo, al que según el código democrático hay que ofrecerle conductos y espacios para expresarse y convivir, puesto que en él reside buena parte de la riqueza de la sociedad. Ese basamento elemental y fundamental, sin embargo, a cada momento es puesto en cuestión. Se proclama e idealiza al pueblo como bloque sin fracturas, y aparece en el imaginario popular e ilustrado no sólo como un recurso retórico sino como una aspiración deseable. “Tenemos muchos partidos”, “no se ponen de acuerdo”, “sólo ven por sus intereses”, “dividen artificialmente al pueblo”, son algunas de las expresiones recurrentes que oponen al pluralismo vivo, la añoranza por un pueblo unido, sin fisuras, marchando al unísono y ordenado. Es decir, la construcción democrática atenta contra un ideal más que arraigado —e impertinente— de lo que creemos. De tal suerte que en el código genético de los sistemas democráticos está sembrada una concepción que riñe contra todas las pulsiones autoritarias, las que postulan y creen que existe un solo sujeto virtuoso, un solo programa digno de crédito, un solo ideario correcto. Todo ello hace que el pluralismo en acción no le resulte grato a muchos.[8]

				Llevamos 15 años sin que ningún partido tenga la mayoría absoluta en ambas cámaras, a pesar de que en el caso de la de Diputados existe ya un “premio” a la primera fuerza de ocho puntos porcentuales de escaños por encima del de votos.[9] Tenemos, pues, instalado en el Congreso un pluralismo equilibrado que representa a la diversidad de fuerzas políticas organizadas que coexisten en el país. Es quizá uno de los logros más decantados del proceso de cambio democratizador, pero por supuesto hace más difícil y tortuosa la toma de acuerdos. Dejamos atrás —venturosamente— aquella Presidencia de la República cuyas iniciativas y caprichos eran órdenes que se cumplían invariablemente y hoy en el Congreso se requiere diálogo y negociación para sacar adelante cualquier reforma.

				No obstante, si bien se ha modificado de manera radical nuestro sistema de partidos (de uno hegemónico sin competencia a otro plural, competitivo y equilibrado) y también nuestro sistema electoral (de uninominal a mixto con un mejor reflejo de las fuerzas competidoras), se ha mantenido prácticamente inalterado el diseño constitucional y legal de nuestro sistema de gobierno.

				La fórmula de gobierno se ha modificado —y de manera profunda— de facto. El hasta hace poco presidente omnipotente hoy se encuentra acotado por los otros poderes constitucionales, para no hablar de los fácticos. Y los poderes Legislativo y el Judicial, que durante años se mantuvieron —en lo fundamental— subordinados al titular del Ejecutivo, hoy tienen vida, agenda y horizonte propios. Pero las disposiciones normativas prácticamente se mantienen inalteradas.

				No es casual entonces que desde todos los ámbitos del mundo de la política (y de la academia y del periodismo) se escuchen planteamientos que intentan remodelar el régimen de gobierno. En 2010-2011 se vislumbró la posibilidad de una reforma política. Y si algo llamó la atención del episodio fue que tanto el presidente como los senadores de los grandes partidos presentaron iniciativas que por mucho trascendían el “asunto electoral” (durante décadas hegemónico en la agenda política) para adentrarse en las relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo y la remodelación del sistema de gobierno.

				No obstante, todas las iniciativas parecieron fragmentarias, correctoras de algunos aspectos, balbuceantes, porque eran incapaces de siquiera imaginar el tema fuera de las coordenadas de nuestra tradición presidencialista. De tal forma que mientras algunos intentaron fortalecer aún más al Congreso frente al presidente (por ejemplo, con la idea de que el gabinete fuera ratificado por alguna de las cámaras, como propusieron los senadores del PRD), el propio presidente quiso tener la facultad de que algunas de sus iniciativas fueran dictaminadas sin dilaciones por parte del Legislativo. En sí mismas esas propuestas pueden y deben ser discutidas por sus méritos, pero dentro de las coordenadas fundamentales que hoy fija la Constitución.

				Lo preocupante, sin embargo, es que en no pocas iniciativas se detectó una añoranza por el pasado, una pretensión de volver a los tiempos en los que el presidente era acompañado por una mayoría absoluta (e incluso calificada) de legisladores que le permitía hacer su voluntad sin estorbosos obstáculos, sin la necesidad de negociar con otros. O si no se quiere subrayar tanto las tintas, un afán por pavimentarle el terreno al presidente para no verse obstaculizado por una diversidad de grupos parlamentarios que complican su gestión.

				Durante la gestión del presidente Felipe Calderón dos iniciativas se situaron en esa tesitura.[10] Las propuestas de elevar del 2 al 4% los votos necesarios para refrendar el registro de un partido y la de hacer coincidir la segunda vuelta de la elección presidencial con la primera y última de la elección de los legisladores. La primera intentaba reducir la diversidad de partidos y grupos parlamentarios en el escenario y la segunda buscaba que la fuerza de los dos candidatos presidenciales finalistas acabase atrayendo votos para sus respectivos partidos y coaliciones, para sus diputados y senadores.
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